TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, junio veintiuno (21) de dos mil dieciséis (2016)
Acta No. 289 de 21 de junio de 2016
Radicación 66001-31-03-003-2012-00346-01
Decide la Sala el recurso de apelación que interpuso el apoderado judicial de la señora Luz Stella López Castaño frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 23 de julio de 2014, en el proceso ordinario promovido por la impugnante contra Seguros Comerciales Bolívar S.A. 

ANTECEDENTES 

1.- Con la acción instaurada pretende la demandante se declare civilmente responsable a la demandada por el incumplimiento del contrato de seguro, al excusarse para pagarlo y no haberlo hecho en el tiempo oportuno y en consecuencia se le condene a pagar, a título de indemnización, a Leasing Bolívar, como beneficiario oneroso, la suma de $73.000.000 valor comercial del vehículo, con saldo a la deuda y la diferencia deberá serle a ella reintegrada.

Además pidió, se condene a la misma sociedad demandada a cancelarle a) $84.000.000 por los cánones de arrendamiento que dejó de percibir, con ocasión del contrato de arrendamiento que tenía celebrado con la Cooperativa Cootaxim, desde la fecha del hurto y de  la presentación de la demanda; b) $45.552.000 por intereses moratorios; c) veinte salarios mínimos legales mensuales vigentes por daños morales; d) las sumas de dinero que por concepto de arrendamiento canceló después del hurto, debidamente indexadas y que corresponden a los meses de octubre, noviembre y diciembre de 2010, equivalentes a $1.076.770, $1.075.863 y $1.840.000, respectivamente y e) las costas del proceso.   
2.- Los hechos sobre los que se edificaron esas pretensiones, admiten el siguiente resumen:

2.1 Leasing Bolívar Compañía de Financiamiento le otorgó a la demandante un crédito con el fin de adquirir la camioneta marca Chevrolet, modelo 2011 de servicio público; para su desembolso, le exigió una póliza de seguros con la empresa “Seguros Comerciales Bolívar” con sede en Bogotá, la que suscribió por medio de las oficinas de Seguros Bolívar en esta ciudad, con vigencia del 15 de septiembre de 2010 hasta el 15 de septiembre de 2011, identificada con el No. 1015-5645532-01 y que incluye entre otros, el amparo por hurto.

2.2 El 17 de septiembre de 2010, por medio del leasing mencionado, la actora, “por el período de cinco años y dos meses, compró en la empresa Andinautos de Armenia”, la camioneta de placa SOQ 638, marca Chevrolet, LUV D MAX, modelo 2011, de servicio público.
2.3 El 23 de septiembre de 2010 suscribió con la Cooperativa Multiactiva de Taxistas de Manizales Cootaxim Portal Turístico del Eje Cafetero,  un contrato de arrendamiento del vehículo de su propiedad, por un período de 36 meses, para ser utilizado en el servicio público de esa empresa en el municipio de Puerto Gaitán, Meta, con un canon mensual de $3.500.000. 
2.4 Posteriormente firmó con el señor Jorge Iván Molano Morales contrato para que le transportara el citado vehículo en la empresa Pacific Rubiales del municipio de Puerto Gaitán Meta.
2.5 El 29 de octubre de 2010, el conductor ingresó la camioneta a uno de los parqueaderos de la compañía Pacific Rubiales Energi y se la entregó al funcionario encargado del sitio. Pasados cinco días regresó para retirarla, pero no la encontró; le informaron que había sido hurtada y de inmediato dio aviso a las autoridades.
2.6 La actora autorizó a su yerno Julián Andrés López para gestionar todo lo relacionado con el hurto de su vehículo, este se dirigió a las oficinas de la Sijin del mencionado municipio a formular la denuncia penal, la que se asignó a la Fiscalía 34 Seccional de la ciudad de Puerto López, Meta.
2.7 Al mismo tiempo la actora elevó reclamación a la compañía de seguros y el 10 de marzo de 2011 se le informó que “según los documentos remitidos por la Fiscalía Séptima la tipificación del delito podría cambiar, por ello la reclamación quedaría suspendida hasta tanto no se establezca de manera definitiva el delito”. 
2.8 Continuó con los pagos a Leasing Bolívar, cubriendo las cuotas de los meses de octubre, noviembre y diciembre de 2010 y febrero de 2011. A partir de la última fecha los suspendió.
2.9 Para la época de los hechos la actora logró conseguir otra vinculación para su camioneta con la empresa Transportadora JD S.A.S, que fue imposible ejecutar por el hurto de la misma y el no pago de la indemnización por parte de la demandada.

2.10 A causa de lo anterior, la demandante se ha visto afectada económicamente, pues como dejó de percibir el canon de arrendamiento del vehículo hurtado, incumplió sus obligaciones crediticias con diferentes entidades bancarias, entre ellas, Davivienda quien por cuenta de su crédito le embargó y secuestró un inmueble que posee en la ciudad de Armenia; fue reportada ante las centrales de riesgo como Data Crédito y Cifin; su salud mental se ha visto menguada, especialmente en su dentadura que le generó un problema por el estrés de bruxismo; también se afectó su estado de ánimo en la relación con los demás.      
2.11 La demandada está en la obligación de pagarle el valor asegurado del vehículo hurtado, pues el siniestro está acreditado con la certificación que expidió la Fiscalía General de la Nación el 10 de febrero de 2012 y la aseguradora no tiene motivos serios para desvirtuarlo, “ni razones jurídicas para una objeción la cual debe ser seria y fundada”. 
3.- Por auto del 13 de noviembre de 2012 se admitió la demanda.

4.- Trabada la relación jurídica procesal, el representante legal de la sociedad demandada, por medio de apoderado, dio respuesta al libelo. Manifestó que no le constaban en su mayoría los hechos de la demanda y solicitó se probaran; solo aceptó los relacionados con la póliza y negó los demás. Se opuso a las pretensiones y como excepciones perentorias propuso las que denominó “falta de legitimación en la causa por activa”, “cobro de lo no debido”, “enriquecimiento ilícito”, “falta de integración del litisconsorcio necesario”, “incumplimiento de las garantías otorgadas en la póliza y por lo mismo solicitud de anulabilidad del contrato de seguro”, “evento no amparado y/o petición antes de tiempo”, “aplicación de varias exclusiones contenidas en el contrato de seguro”, “prescripción de la acción para demandar” y “la innominada”. Posteriormente, adicionó la réplica a la demanda para objetar la cuantía de los perjuicios reclamados. 
3. Se realizó la audiencia que desarrolla el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil sin que se hubiese logrado la conciliación.

4. Luego se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que ambas aprovecharon. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se produjo el 23 de julio de 2014. En ella, la señora Jueza Tercera Civil del Circuito de Pereira declaró probada la excepción de falta de legitimación en la causa por activa; negó las pretensiones de la demanda y condenó en costas a la parte actora.
Para decidir así, expresó, luego de referirse al contrato de leasing, que en razón a que la demandante no figura como beneficiaria en la póliza que ampara su vehículo, sino Leasing Bolívar S.A., Compañía de Financiamiento, no está legitimada para presentar la demanda y que estaría facultada para hacerlo con la cesión o transferencia convencional “que esta acción en particular, hiciera la compañía de leasing a favor de la usuaria del contrato”. 

IMPUGNACIÓN

Inconforme con el fallo, la actora lo impugnó. El apoderado que la representa empezó por decir que la sentencia de primera sede confunde los contratos de seguros y de leasing; define este y el interés asegurable, para afirmar que en este caso existe una relación jurídica de carácter real entre el locatario y el bien en calidad de tenedor, bien que estaba  produciendo un ingreso y que con el hurto causó detrimento en su patrimonio y más porque no se pagó el siniestro por la compañía de seguros, ya que cuando se cumpla la obligación de cancelar el seguro al leasing, termina para la demandante la obligación de pagar el canon, puede tomar otro y seguir con su actividad comercial, de donde infiere que existe un interés asegurable, máxime cuando en el contrato de seguro  tiene la calidad de asegurada, lo que la legitima para actuar por activa, pues sus derechos están siendo afectados por el no pago oportuno que debe hacerse en la forma como se expresó en la demanda.

Hace algunas consideraciones sobre la figura del tomador en el contrato de seguro; define la del asegurado de acuerdo con el artículo 1083 del Código de Comercio  y con fundamento en providencia del Consejo de Estado, que no identifica, dice que este es el titular del riesgo asegurable; luego se refiere a los seguros de daños por cuenta de un tercero para llegar a la misma conclusión, porque por medio del seguro de daños se busca proteger el patrimonio del asegurado, sin perjuicio del interés que pueda tener el tomador  en esa última clase de seguros.
Con fundamento en esas explicaciones, doctrina que cita y en un concepto de la Superintendencia Financiera, aduce que sí está legitimada la demandante para demandar el incumplimiento del contrato, pues tiene la calidad de asegurada y también la de locataria, “entendiendo con esto que su patrimonio se vio afectado por el no pago del siniestro”; que el juzgado no valoró el contrato de seguro y no profundizó sobre su calidad de asegurada.

CONSIDERACIONES 

1.- Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se encuentran reunidos y ninguna causal de nulidad se observa que pueda afectar la actuación.

2.- Corresponde a esta Sala determinar en primer lugar si la señora Luz Stella López Castaño se encuentra legitimada en la causa para elevar las peticiones contenidas en la demanda, con fundamento en el contrato de seguro, en el que ella figura como asegurada; como asegurador, la entidad demandada y como tomador y beneficiario Leasing Bolívar S.A., Compañía de Financiamiento. De resolverse de manera positiva este interrogante, será menester analizar las pretensiones de la demanda; de lo contrario, se confirmará el fallo apelado.
3.- La legitimación en la causa por activa se ha definido como la cualidad de titular del derecho subjetivo que invoca el demandante, y por pasiva, la de obligado a ejecutar la prestación correlativa en el demandado. Su ausencia se producirá cuando a pesar de concurrir a un proceso, carece el primero de interés jurídico digno de protección o por no ser el segundo el llamado a satisfacer la obligación que se le reclama. En cualquiera de tales eventos la sentencia ha de ser de mérito, desestimatoria de las pretensiones, porque el fenómeno que se analiza es elemento propio de la pretensión y no de la acción.

Sobre el tema dijo la Corte Suprema de Justicia:

“5. La legitimación en la causa consiste en ser la persona que la ley faculta para ejercitar la acción o para resistir la misma, por lo que concierne con el derecho sustancial y no al procesal, conforme lo ha tiene decantado la jurisprudencia.

En efecto, esta ha sostenido que “el interés legítimo, serio y actual del “titular de una determinada relación jurídica o estado jurídico” (U. Rocco, Tratado de derecho procesal civil, T. I, Parte general, 2ª reimpresión, Temis-Depalma, Bogotá, Buenos Aires, 1983, pág. 360), exige plena coincidencia “de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva). (Instituciones de Derecho Procesal Civil, I, 185)” (CXXXVIII, 364/65), y el juez debe verificarla “con independencia de la actividad de las partes y sujetos procesales al constituir una exigencia de la sentencia estimatoria o desestimatoria, según quien pretende y frente a quien se reclama el derecho sea o no su titular” (cas. civ. Sent. de jul. 1º/2008, [SC-061-2008], Exp. 11001-3103-033-2001-06291-01).

Y ha sido enfática en sostener que tal fenómeno jurídico “ ‘es cuestión propia del derecho sustancial y no del procesal, por cuanto alude a la pretensión debatida en el litigio y no a los requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de este’ ” (Sent. de Cas. Civ. de ago. 14/95, Exp. 4268, reiterada en el fallo de 12 de junio de 2001, Exp. 6050)…”

Y sobre la legitimación para reclamar las indemnizaciones que surgen con ocasión del contrato de seguro, ha dicho la misma Corporación: 
“La Sala reconoce como intervinientes en el contrato de seguro, al tomador, quien traslada los riesgos al asegurador, que a su vez asume estos a cambio de una contraprestación determinada –prima-; el asegurado, que es el titular del interés asegurado – en los seguros de daños-, y el beneficiario, persona a quien se atribuye el derecho a reclamar y recibir la prestación asegurada una vez se acredite la ocurrencia del siniestro y la cuantía de la pérdida según el caso (arts. 1077 y 1080 ib.). De los nombrados, es el beneficiario quien, en línea de principio, está legitimado para reclamar del asegurador el pago de la prestación asegurada (art. 1080 del C. de Co., en la redacción de la Ley 45 de 1990), sin que necesariamente deba concurrir en él, las calidades de tomador o asegurado, pues basta que se encuentre debidamente identificado como beneficiario en la póliza…” 
 

4.- La demandante encuentra el fundamento de sus pretensiones, en la circunstancia de que la entidad demandada se negó a pagar la prestación asegurada en la póliza No. 1015-5645532-01.

5.- De acuerdo con el artículo 1037 del Código del Comercio, en el contrato de seguro intervienen como partes el asegurador, persona jurídica que asume los riesgos, y el tomador, quien obrando por cuenta propia o por cuenta de un tercero, los traslada. Los elementos esenciales de ese contrato, de acuerdo con el artículo 1045 de la misma obra, son el interés asegurable, el riesgo asegurable, la prima y la obligación condicional del asegurador.
En el seguro de daños, de acuerdo con el artículo 1083 del mismo código, “Tiene interés asegurable toda persona cuyo patrimonio pueda resultar afectado, directa o indirectamente, por la realización de un riesgo.” Y “Es asegurable todo interés que, además de lícito, sea susceptible de estimación en dinero”.  De conformidad con el 1084, “Sobre una misma cosa podrán concurrir distintos intereses, todos los cuales son asegurables, simultánea o sucesivamente, hasta por el valor de cada uno de ellos. Pero la indemnización, en caso de producirse el hecho que la origine, no podrá exceder del valor total de la cosa en el momento del siniestro. Su distribución entre los interesados se hará teniendo en cuenta el principio consignado en el artículo 1089”
El interés asegurable se determina entonces por la protección patrimonial lícita que busca una persona sobre un bien o derecho, frente a los riesgos que puedan afectar su ejercicio.

6.- En el proceso obran, entre otras, las siguientes pruebas:

6.1 Copia del contrato de leasing No. 001-03-022856 que suscribieron Leasing Bolívar S.A. Compañía de Financiamiento y Luz Stella López Castaño el 15 de septiembre de 2010, por medio del cual la primera, en calidad de propietaria del vehículo camioneta marca Chevrolet, de placa SOQ-638, entregó su tenencia a la segunda, como locataria, por un canon mensual variable, con opción de compra a la finalización del convenio, que se pactó en cinco años y dos meses
. 

6.2 Copia de la Póliza de seguro de automóviles “AUTO-LEASING” No. 1015-5645532-01, con vigencia desde el 15 de septiembre de 2010 hasta el mismo día del año siguiente, que ampara el vehículo Chevrolet LUV, de placas SOQ 638, entre otros riegos, por hurto parcial y total, en la que aparece como tomador y beneficiario Leasing Bolívar S.A. Compañía de Financiamiento, como asegurada la señora Luz Stella López Castaño y como asegurador Seguros Comerciales Bolívar
.

6.3 Certificado de tradición del vehículo camioneta, de placa SOQ 638, expedida por la Oficina de Tránsito y Transporte del Departamento de Cundinamarca, en el que se indica que es su propietario Leasing Bolívar SA CFC

7.- En el escrito por medio del cual se formuló la acción, la demandante se dice propietaria de ese automotor. En efecto, en el hecho primero dijo que solicitó un crédito para compra de vehículo a la empresa Leasing Bolívar Compañía de Financiamiento; en el segundo, que le fue aprobado; en el séptimo, que compró aquel automotor y en el séptimo, que suscribió contrato de arrendamiento sobre el “vehículo de su propiedad”, con la Cooperativa Multiactiva de Taxistas de Manizales Cootaxim Portal Turístico del Eje Cafetero.

Pero de acuerdo con el certificado de tradición correspondiente a ese bien, y que atrás se describió, no es ella la titular del derecho de dominio; lo es Leasing Bolívar S.A. Compañía de Financiamiento.

Esta última celebró con la actora un contrato de leasing y aunque de acuerdo con sus términos, la locataria estaba facultada para escoger el bien que constituye su objeto y lo hizo respecto de aquel del que se viene haciendo mención, la adquisición la hizo la empresa leasing y se lo entregó a título de mera tenencia, con la obligación de cancelar los cánones de arrendamiento y con opción de compra a su finalización
.
A pesar de que otro de sus deberes en el contrato referido, era el de entregar el bien a su terminación, de acuerdo con la cláusula vigésima tercera, el riesgo de no poderlo hacer no fue objeto de amparo por la tenedora, quien no es la beneficiaria de la póliza atrás descrita, ni invocó su calidad de locataria para reclamar las indemnizaciones a que se refiere la pretensión primera de la demanda y por ende, tampoco acreditó la cuantía de la pérdida con aquel carácter.
En conclusión, como es Leasing Bolívar S.A. Compañía de Financiamiento la propietaria del vehículo ya citado y beneficiaria de la póliza de seguro que se constituyó para amparar el riesgo por hurto, solo ella es la legitimada para obtener el pago de las indemnizaciones que se deriven del seguro que adquirió.

Y aunque la demandante solicitó, en la primera de las pretensiones, el reconocimiento de la prestación asegurada a favor de esa compañía, como beneficiario oneroso, “con saldo a la deuda sin intereses”, no acreditó que esta le hubiese otorgado la facultad de hacerlo. 
En tal forma, se concluye que la actora no está legitimada en la causa para reclamar el reconocimiento de la indemnización por el hurto del vehículo tantas veces mencionado.

8.- Sin embargo, la misma señora reclama, a título personal, otros perjuicios que sufrió y que no fueron objeto de amparo en el contrato de seguro en que se fundamentan las pretensiones. Concretamente solicita se condene a la sociedad demandada al pago de las sumas que dejó de percibir por el arrendamiento del vehículo, con sus intereses de mora; el agravio moral y los cánones de arrendamiento que alcanzó a pagar con motivo del contrato de leasing.
Todas esas pretensiones encuentran sustento en el contrato de seguro y de manera específica por la demora en el pago de la indemnización pactada frente al riesgo por hurto. Es decir, se invocó una responsabilidad de naturaleza contractual. Sin embargo, son de naturaleza extracontractual, pues el tan referido contrato no contiene la obligación para la aseguradora de cancelar a la asegurada suma alguna por esos conceptos en caso de mora.

Y aunque el juez está facultado para interpretar la demanda, cuando la errada responsabilidad, contractual o extracontractual, es posible adjudicarla a imprecisiones del libelo en la exposición de los hechos o de las pretensiones, en el caso bajo estudio no resulta posible hacerlo porque las declaraciones solicitadas, los hechos en que se fundamentan  y las normas invocadas, guardan expresa relación con una de naturaleza contractual y para iniciar una de esta clase se confirió el poder al abogado que representa a la accionante.

Al respecto, ha dicho la Corte Suprema de Justicia: 

“…si bien es cierto que a los jueces les ha sido reservada la misión de efectuar la correcta calificación jurídica de los hechos litigados que resulten probados, labor en la que satisfechas ciertas condiciones (G. J, Ts. XLI, Bis, pág. 233, y XLIX, pág. 229) no los atan por principio las equivocaciones en que haya podido caer la parte interesada al citar normas destinadas apenas a ilustrar la cuestión planteada, también es verdad que siendo la demanda pieza esencial en el común de los procesos de naturaleza civil y las declaraciones categóricas en ella contenidas pauta de forzosa observancia al momento de fallar (G. J, T. LXVI, pág. 76), aquellos funcionarios no cuentan con autoridad ninguna para, en correría ilimitada y arbitraria, llegar hasta desestimar las susodichas declaraciones, seleccionando de oficio acciones y vías legales no utilizadas por las personas legitimadas para hacerlo, luego salta a la vista la especial importancia que tiene la escogencia de la acción y la manera de enderezarla, habida cuenta que como lo señala la jurisprudencia, ".... de estas circunstancias depende muchas veces el resultado favorable o adverso de la demanda, ya que la sentencia con que termina el juicio no puede considerarse legalmente como verdadera decisión de la controversia sino en cuanto recaiga determinada y exclusivamente sobre la acción intentada y la manera en que lo haya sido, especialmente la forma en que hayan sido emplazadas las partes para sostener el debate...." (G. J, t. LIV, pág. 444)… Si bien no se remite a duda de ninguna clase que es función privativa de los jueces, en desarrollo del conocido adagio "narra mihi factum, dabo tibi ius", examinar de oficio el contenido de la litis bajo todos los aspectos jurídicos que se muestren como posibles, tarea esta en la que cuentan con amplias facultades para hallar las normas que consideran aplicables aunque tengan que hacerlo separándose de las alegaciones en derecho efectuadas por las partes o, inclusive, supliendo omisiones en las que ellas hayan podido incurrir - "iura novit curia" -, motivo por cuya virtud se entiende que no contravienen aquella exigencia las decisiones jurisdiccionales que, partiendo de bases fácticas aducidas en los escritos rectores del proceso, seleccionan los preceptos que estiman justos y adecuados al caso concreto así esa selección no coincida con el tipo de alegaciones jurídicas de parte aludido, no debe perderse de vista, sin embargo, que el poder del que viene haciéndose mérito lo circunscriben precisos límites que, sin incurrir en el vicio de incongruencia positiva, no pueden ser rebasados pues en cuanto a la demanda toca, de manera constante ha sido insistente la doctrina jurisprudencial en señalar que "...determinada claramente en la demanda cual es la sentencia judicial que persigue el actor, es decir cual debe ser la materia sobre la que haya de recaer el fallo, no puede salirse el sentenciador de ese ámbito que le marca el propio actor, para fallar en sentido diverso a las súplicas de la demanda.." (G. J, T. LXXXI, pág. 700) lo que en otras palabras equivale a sostener, en la actualidad por lo demás con inequívoco fundamento en el texto del Art. 305 del C de P. C, modificado por el Art. 1º, Num. 135, del Decreto Ley 2282 de 1989, que el acatamiento del deber de congruencia reclama que el juicio jurisdiccional emitido en la sentencia se ajuste, no sólo a los hechos litigados sino también a la pretensión entablada de tal modo que no sean alterados los elementos que individualizan a esta última… para los órganos sentenciadores es en absoluto vinculante la clase de acción ejercitada por el demandante y si no cuentan con autoridad para variarla desconociendo a su arbitrio los elementos subjetivos y objetivos que la identifican, preciso es inferir entonces que, ante un caso dado en el que se hagan valer pretensiones a las que el actor, mediante declaraciones categóricas de su libelo, les haya asignado una clara configuración extracontractual, aquellos órganos no pueden modificar esta faz originaria de la litis y resolver como si se tratara del incumplimiento de obligaciones emergentes de un contrato…Estas diferentes esferas en que se mueven la responsabilidad contractual y la extracontractual no presentan un simple interés teórico o académico ya que en el ejercicio de las acciones correspondientes tan importante distinción repercute en la inaplicabilidad de los preceptos y en el mecanismo probatorio..." (G. J. T LXI, pág. 770).

De manera más reciente, la Corte, en fallo de 16 de julio de 2008
, reiterada el 15 de julio de 2010
, avaló la precedente jurisprudencia acerca de la vigencia de las diferenciaciones entre las acciones contractual y extracontractual, y antes de referirse a las diversas corrientes doctrinarias sobre el particular, expresó: 

“No se trata, en verdad, de una cuestión de mera nomenclatura o denominación de los fenómenos jurídicos, o de una manifestación intrascendente y de escaso o nulo valor vinculante para el juez, o que éste, por diversas razones, pueda pasar por alto o examinarlo con desdén; por el contrario, en la situación actualmente existente en la doctrina y la jurisprudencia patria, la diferenciación entre una y otra especie de responsabilidad civil  (contractual o extracontractual)  es asunto destinado a producir diversas consecuencias y a reflejar efectos de disímil temperamento en materias cardinales tales como el régimen probatorio  (particularmente en torno al onus probandi); la extensión y resarcimiento del daño, la prescripción de la acción, el examen de la culpa, la viabilidad de las cláusulas de exoneración o limitación, entre muchas otras.”

Para concluir, de manera concreta que:

“En fin, lo que aquí se quiere significar es que cuando el actor ha explicitado de manera unívoca y contundente la especie de responsabilidad que quiere hacer valer contra el demandado, no le es dado al fallador desdeñar esa elección ni alterar a su gusto, sin importar los móviles que lo alienten, la clara y expresa decisión del demandante.” 

Se reitera entonces que como de manera clara se solicitó en las pretensiones de la demanda se declarará la responsabilidad con fundamento en un contrato de seguro que incumplió la sociedad demandada, no está facultada la Sala, sin incurrir en incongruencia, para interpretar la demanda y decidir el asunto con fundamento en la responsabilidad civil extracontractual, con sustento en la cual, ninguna declaración se solicitó.

De esa manera las cosas, aunque para elevar las pretensiones segunda a quinta de la demanda, la actora sí estaba legitimada en la causa, las mismas serán negadas.
9.- De acuerdo con lo expuesto, para la Sala no tienen acogida los argumentos del recurrente, relacionados con la legitimación en la causa que considera tiene la actora para demandar la indemnización del perjuicio que ampara el riesgo por hurto en la póliza ya identificada, porque los derechos como locataria en el contrato de leasing no fueron objeto de amparo en el contrato de seguro que se invoca como fuente de obligaciones; lo fue la pérdida por hurto del vehículo del que era tenedora más no propietaria, y no es la beneficiaria de la prestación asegurada. Además, aquella calidad ni siquiera la invocó como fundamento de sus peticiones, sin que resulte posible sorprender ahora a la parte demandada con hechos respecto de los cuales no tuvo la oportunidad de defenderse.
Y aunque sí estaría facultada para solicitar el reconocimiento de los demás daños que se le causaron porque no se canceló el valor de la prestación asegurada, las peticiones respectivas han debido demandarse por la vía de la responsabilidad civil extracontractual, porque en el contrato de seguro no se ampararon los riesgos que como locataria llegara a sufrir. 

CONCLUSIONES Y DECISIÓN

De acuerdo con lo expuesto, se confirmará el fallo que se revisa, aunque por las razones aquí expuestas, aclarando el ordinal primero, en el sentido de que la falta de legitimación en la actora, solo se declara en relación con la primera de las pretensiones de la demanda.
La misma señora será condenada a pagar las costas causadas en esta instancia, sin que se fijen las agencias en derecho en esta sede, porque para la mayoría de la Sala debe aplicarse en ese aspecto el Código General del Proceso, que no manda hacerlo así. 

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 23 de julio de 2014, en el proceso ordinario promovido por la señora Luz Stella López Castaño contra Seguros Comerciales Bolívar S.A. 

SEGUNDO.- Costas en esta instancia, a cargo de la demandante, a favor del demandado.
Notifíquese, 
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sala de Casación civil, sentencia del 24 de julio de 2012, expediente 110131030261998-21524-01, M.P. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez. 


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. M.P. Edgardo Villamil Portilla. Sentencia del 16 de mayo de 2008. Expediente 06332-01.


� Folios 21 a 26, cuaderno No. 1


� Folios 30 a 32, cuaderno No. 1


� Folio 22, cuaderno No. 2


� Ver cláusula tercera del contrato que obra a folios 23 a 26 del cuaderno No. 1


� Sentencia de 19 de febrero de 1999. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Magistrado Ponente: doctor Carlos Esteban Jaramillo Schloss.


� Magistrado Ponente: doctor Pedro Octavio Munar Cadena. 


� Reiterada en sentencia del 15 de julio de 2010, MP. Dra. Ruth Marina Días Rueda, expediente 1100131030132005-00265-01
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